	 

	Buenos Aires, 29 de marzo de 2011. 

Y VISTOS: 

I.-Vienen los autos para resolver el recurso de apelación deducido por la demandada contra la resolución de fs. 3945/6, que rechazó la excepción de prescripción de la acción tendiente al pago de la tasa de justicia devengada en autos. 

El apelante se agravia por cuanto considera que el cómputo para el plazo de prescripción comienza desde la promoción de la demanda por parte del actor, y no desde que ha adquirido firmeza la sentencia definitiva dictada en la causa. Por otro lado, cuestiona el plazo de prescripción adoptado (vgr. 10 años, cfr. art. 4023, Código Civil), pues considera que debe aplicarse a la deuda en cuestión el de cinco (5) años, en razón de que dicho tributo no requiere su inscripción ante el fisco (art. 56, inc. "a", ley 11.683). 

II.-Por cuestiones de orden metodológico, cabe expedirse, en primer lugar, con respecto al plazo aplicable al crédito reclamado, pues de ser procedente la tesis propuesta por el recurrente, devendría en abstracto pronunciarse en lo tocante al dies a quo de dicho tributo. 

En tal sentido, cabe señalar que la ley que regula las tasas judiciales (actual ley 23.898, anterior ley 21.859) no establece solución alguna en lo atinente al curso prescriptivo aplicable a estas erogaciones, y que, por tal motivo, debe adoptarse supletoriamente la ley 11.683 que invoca la recurrente (cfr. doc. art. 17, ley 23898; art. 18, 21.859, v. Giuliani Fonrouge, "Tasas Judiciales. Ley 21859. Comentada", p. 105), en tanto sea concordante y pertinente. 

Sin embargo, cuadra destacar que la tasa de justicia no es un impuesto, pues su hecho generador es la prestación por parte del Estado de un servicio directo, inmediato y concreto (cfr. Magalhaes, Mario, "Tasa de Justicia", p.8). Por ello, no dándose idéntica situación entre la tasa judicial y el impuesto, la aplicación supletoria de la ley citada no es procedente en la materia de que se trata. 

Pero aún en la hipótesis más beneficiosa para el apelante, la excepción que contiene el art. 56, inc. "a", tampoco es aplicable a la tasa de justicia. Es que, la ausencia de inscripción ante el fisco (para que se dé la excepción al plazo de prescripción decenal allí prevista), se circunscribe a los tributos específicamente regidos por esa ley, en tanto existe un hecho imponible y generador del tributo. 

Por ende, no cabe hacer aplicación analógica de dicha norma al cobro de la tasa judicial, pues no se trata de un impuesto que amerite inscripción ante el organismo recaudador. 

En tales condiciones, cabe concluir que debido a la naturaleza y características de la obligación, el sujeto pasivo no encuadra en ninguno de los supuestos previstos por la ley 11.683, de aplicación supletoria. En consecuencia, y ante la ausencia de una regulación específica sobre la materia, corresponde atenerse al régimen general obligacional del Código Civil en materia de prescripciones, lo que conduce a adoptar el plazo decenal previsto por el art. 4023, Código Civil (v. en igual sentido, CNCiv. Sala "H" en "S.R.L. y P de S.A.L. s/ divorcio", sentencia del 22.09.97; esta CNCom, Sala "B" en "Knittax argentina sa s/ concurso", del 6.11.86; id. en "Atma SACI s/ Concurso Preventivo", del 11.4.89; id. en "S.A Bodegas y Viñedos Graffigna Ltda. s/ Concurso", del 28.12.89; id., Sala "D" en "Roberto di Pietro S.A. s/ Concurso", del 18.3.91; id., Sala "E" en "Iaroslavschi de di Veroli Debora c/ Calomite Alberto s/ ord. s/ inc.de determinacion de tasa de justicia", del 27.2.96; Cam. Civ. Com.Fed., Sala II , en "Emece S.A c/ Entel s/ rescision de contrato", del 16.4.98; entre muchos otros). 

III.-Cabe ahora determinar el dies a quo para el curso prescriptivo. 

A ese efecto, cabe recordar que esta Sala sostuvo a fs. 3915/19 (pto. ii) que ". la obligación del actor de pagar el impuesto de justicia es eficaz siempre que no exista condena en costas, puesto que el contribuyente de iure es el condenado en costas.". 

De ello se colige que, para el actor, la obligación de tributar la tasa judicial es exigible desde la promoción de la demanda, hasta que exista un condenado en costas. En cambio, para el demandado, el pago de la tasa de justicia sólo es requerible desde que éste fuera condenado en costas, razón por la cual el curso prescriptivo comenzaría a correr, a su respecto, desde la sentencia condenatoria respectiva. 

En esa inteligencia, cabe concluir que desde el nacimiento de la obligación de tributar la tasa exigible al accionado (es decir: con el fallo de esta Sala dictado el 11.12.01; v. fs. 3148/63), hasta la actualidad, no ha transcurrido la prescripción decenal. 

IV.-Por ello, se resuelve: rechazar el recurso de apelación deducido y, por ende, confirmar la resolución apelada. 

Sin costas por no mediar contradicción del recurso. 

Devuélvase a la instancia de trámite, encomendándole al Juez interviniente cursar las notificaciones del caso. 

El Señor Juez de Cámara José Luis Monti, quien actúa conforme lo dispuesto en el punto III del Acuerdo General de esta Cámara del 25.11.09, no interviene en la presente resolución por encontrarse en uso de licencia (art. 109 
del Reglamento para la Justicia Nacional). 

El Dr. Alfredo A. Kölliker Frers actúa conforme lo dispuesto en la Resolución de Presidencia de esta Cámara, n° 26/10 del 27.4.10. 

Juan R. Garibotto, Alfredo A. Kölliker Frers. 

Ante mí: Manuel R. Trueba (h). 

Es copia del original que corre a fs. 3975/7 de los autos de la materia. 

Juan R. 

Garibotto Alfredo A. Kölliker Frers Manuel R. Trueba (h) Secretario 


